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Señores  

Juzgado Veinte Administrativo del Circuito  

Cali – Valle del Cauca  

 

Of02admcali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

adm20cali@cendoj.ramajudicial.gov.co 

notificaciones@gha.com.co 

juridica@defensoria.gov.co 

notificacionesjudiciales@cali.gov.co 

deval.notificacion@policia.gov.co 

vagredo@procuraduria.gov.co 

notificacionesjudiciales@defensajuridica.gov.co  

asintesas@gmail.com 

E.                  S.                       D. 

 

Medio de control:     Reparación Directa 

Demandantes:          Geraldin Ortiz Arias y otros 

Demandados:           Distrito de Santiago de Cali y Otros 

Radicación:              76-001-33-33-020-2022-00098-00 

 

Asunto:                     Alegatos de conclusión.  

 

Jonathan Velásquez Sepúlveda, identificado con la cédula de ciudadanía No. 

1.116.238.813 y portador de la tarjeta profesional No. 199.083 del Consejo Superior de 

la Judicatura, actuando en calidad de representante legal y profesional del derecho 

inscrito en el certificado de existencia y representación legal de Legalgroup Especialistas 

en Derecho S.A.S., quien a su vez es la persona jurídica que funge en calidad de 

apoderada judicial de la parte demandante; A través del presente escrito me permito 

poner de presente mis alegatos de conclusión, solicitando desde ya que se profiera 

sentencia favorable a los intereses de mis representados, pues en el presente escenario 

se acreditaron todos y cada uno de los elementos de la responsabilidad administrativa y 

patrimonial de las entidades demandadas.   

 

Así las cosas, en primera medida se procederá a realizar el estudio de los elementos de 

la responsabilidad estatal, para finalmente llegar a la conclusión de que las demandadas 

deben responder por los perjuicios causados así: 

 

El daño como primer elemento de responsabilidad está constituido por la muerte del 

señor Haimer Díaz Hernández (Q.E.P.D.), la cual ocurrió el día trece (13) agosto de dos 

mil veinte (2020), tal y como se demuestra a través del correspondiente Registro Civil de 

Defunción que se aportó como prueba de la demanda1.  

 

Adicionalmente dicho daño también se encuentra demostrado con la historia clínica Nº. 

91905769 de la Fundación Valle de Lili del día trece (13) de agosto de dos mil veinte 

(2020)2, con el acta de inspección técnica a cadáver FPJ-10 del trece (13) de agosto 

de dos mil veinte (2020)3, con el informe de veintiuno (21) de agosto de dos mil veinte 

(2020) del investigador Criminal de campo – FPJ-11, el informe ejecutivo -FPJ-3 de fecha 

                                                           
1 Ver Prueba 4.  
2 Ver Prueba 5.  
3 Ver Prueba 7. 



Página 2 de 18 

©2024 Legalgroup  

Especialistas en Derecho SAS 
 

 

 

catorce (14) de agosto de dos mil veinte (2020)4, el informe del nueve (09) de septiembre 

de dos mil veinte (2020) del investigador Criminal de campo – FPJ-11 y con el informe 

pericial de necropsia No. 2020010176001531 del Instituto nacional de Medicina 

Legal de fecha quince (15) de agosto de dos mil veinte (2020)5, mismos que obran como 

pruebas de la demanda, demostrándose fehacientemente que el resultado dañoso 

consistente en el fallecimiento del señor Haimer Díaz Hernández (Q.E.P.D.) se debió 

a la detonación de un artefacto explosivo frente a las instalaciones del Comando 

de Acción Inmediata –CAI que se encuentra en el Barrio Llano Verde de la Ciudad 

de Cali / Valle del Cauca, el día trece (13) agosto de dos mil veinte (2020). 

 

Por su parte es importante resaltar que si bien la muerte prematura del señor Haimer 

Díaz Hernández (Q.E.P.D.) fue causada por la detonación de una granada que fue 

lanzada por un tercero, también lo es que jurisprudencialmente se ha recocido que el 

estado es objeto de imputación al tener una “posición de garante institucional” del que 

derivan los deberes jurídicos de protección consistentes en la precaución y prevención 

de los riesgos en los que se vean comprometidos los derechos humanos de los 

ciudadanos que se encuentran bajo su cuidado6”. 

 

Así entonces, se destaca que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido clara en 

señalar que así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de 

responsabilidad extracontractual en particular, tampoco puede la jurisprudencia 

establecer un único título de imputación a aplicar en el marco de la responsabilidad del 

Estado, por lo que la escogencia del régimen de responsabilidad aplicable dependerá de 

aquellos eventos que guarden ciertas aproximaciones fácticas entre sí, ya que éste puede 

variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso 

 

Descendiendo al caso de marras se tiene que en el presente asunto concurren dos 

regímenes de responsabilidad, pues de un lado hubo falla en la prestación del servicio y, 

además, también puede acudirse al régimen objetivo de responsabilidad, por cuanto, la 

actividad desplegada por el Estado fue finalmente la causa del daño acaecida de manera 

concurrente con la de terceros7. 

 

De la imputación de responsabilidad del Estado por falla en el servicio 

 

La falla del servicio como título de imputación se presenta por la omisión del Estado 

precisamente cuando se evidencia la intervención de un tercero para la concreción del 

daño, así: 

 

“(…) Así como por la reiterada posición de esta Sección, según la cual en 

tratándose de los daños sufridos por las víctimas de hechos violentos 

cometidos por terceros, los mismos son imputables al Estado cuando en la 

producción del hecho intervino la administración, a través de una (…) 

omisión constitutivas de falla del servicio (…) cuando la persona contra 

                                                           
4 Ver Prueba 10. 
5 Ver Prueba 9. 
6 Consejo De Estado, Sección Tercera, Subsección C. Sentencia del 1º de octubre de 2018, exp. 46328. 
7 Con fundamento en ese título de imputación se accedió a las pretensiones de los demandantes en sentencias de la Sala Plena de 

16 de julio de 1996, exp: 422 y de la Sección de 11 de diciembre de 1990, exp: 5417; 21 de marzo de 1991, exp: 5595; 19 de agosto 
de 1994, exp: 9276 y 8222; 13 de octubre de 1994, exp: 9557; 2 de febrero de 1995, exp: 9273; 16 de febrero de 1995, exp: 9040; 30 
de marzo de 1995, exp: 9459; 27 de julio de 1995, exp: 9266; 15 de agosto de 1995, exp: 10.286; 6 de octubre de 1995, exp: 9587; 
14 de marzo de 1996, exp: 11.038; 29 de marzo de 1996, exp: 10.920; y 29 de agosto de 1996, exp: 10.949 y 11 de julio de 1996, 
exp: 10.822, entre otras. 
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quien iba dirigido el acto había solicitado protección a las autoridades 

y éstas no se la brindaron, o porque en razón de las especiales 

circunstancias que se vivían en el momento, el hecho era previsible y 

no se realizó ninguna actuación dirigida a su protección8 (…)”. 

(subrayado fuera de texto)  

 

Así entonces, con el fin de efectuar el estudio de este régimen de responsabilidad se 

rememora que el jueves trece (13) agosto de dos mil veinte (2020), el señor Haimer Díaz 

Hernández salió de su casa y se encaminó al parqueadero de los 'yipetos' o 'gualas', 

situado en el Barrio Llano Verde de la ciudad de Santiago de Cali para conducir el 

campero de servicio público con el que llevaba el sustento a su hogar, no obstante, 

mientras este se predisponía a laborar, un hombre se acercó al Comando de Atención 

Inmediata (CAI) de la Policía, localizado frente al estacionamiento de esos carros y lanzó 

un objeto que rebotó en las ramas de un árbol y estalló, ocasionándole un politrauma con 

múltiples heridas9 que finalmente le cercenaron su vida.  

 

Sobre el particular se destaca que el Estado Colombiano desde el preámbulo y los 

artículos primero y segundo de la Constitución Política se encuentra obligado a brindar 

protección a sus administrados, a saber:  

 

CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA  

PREAMBULO  

EL PUEBLO DE COLOMBIA,  

   

en ejercicio de su poder soberano, representado por sus 

delegatarios a la Asamblea Nacional Constituyente, invocando la 

protección de Dios, y con el fin de fortalecer la unidad de la Nación 

y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, 

la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro 

de un marco jurídico, democrático y participativo que garantice un 

orden político, económico y social justo, y comprometido a impulsar 

la integración de la comunidad latinoamericana, decreta, sanciona 

y promulga la siguiente  

   

CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA  

   

TITULO I 

DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES 

 

Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado 

en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de 

sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 

fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 

solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 

interés general.  

   

 

Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la 

comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la 

                                                           
8 Consejo de Estado. Sección Tercera. 7 de abril 2011. Radicado: 20.750 
9 Ver la historia clínica Nº. 9190579 de la Fundación Valle de Llili 
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efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados 

en la Constitución; facilitar la participación de todos en las 

decisiones que los afectan y en la vida económica, política, 

administrativa y cultural de la Nación; defender la independencia 

nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.  

   

Las autoridades de la República están instituidas para proteger 

a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 

bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar 

el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares.  

 

Así las cosas, se destaca que la falla de servicio se constituyó en la omisión de las 

entidades demandadas en brindar protección a los habitantes del Barrio Llano Verde, 

pues aun cuando estos pusieron de presente su temor y existiendo múltiples hechos de 

notorio conocimiento en los que se demostraba que dicha población sufría un latente 

peligro, las entidades demandadas no efectuaron las diligencias debidas para que se 

evitara el resultado dañoso. 

 

Al respecto se tiene que en la Alerta Temprana de Inminencia N° 085-18 proferida por 

la Defensoría del Pueblo el trece (13) de diciembre de dos mil dieciocho (2018), se 

indicó: 

 

“(…) Referencia: Alerta Temprana, de Inminencia, N° 085-18, para los habitantes 
de las comunas 14, 15 y 21 de la ciudad de Santiago de Cali, departamento Valle 
del Cauca; para que se adopten las medidas urgentes destinadas a salvaguardar la 
vida e integridad personal de la población civil, en especial de los pobladores de los 
barrios: Potrero Grande, Valle Grande y Desepaz Invicali; al igual que Llano Verde, 
El Retiro y Los Comuneros. 

 
(…) De manera atenta, y de acuerdo con lo establecido en el Decreto 2124 de 2017, 
me permito remitir la Alerta Temprana de la referencia, debido al inminente 
riesgo al que se exponen los moradores de los barrios pertenecientes a las 
comunas 14, 15 y 21 de la ciudad de Santiago de Cali (…) 

 
La población en situación de riesgo habita en los barrios: (…) Llano Verde (…) de la 
comuna 15 (…). 
 
Las comunas mencionadas presentan o comparten similares condiciones de 
vulnerabilidad social,  expresada  en  altos  niveles  de  pobreza,  desplazamiento 
forzado, desplazamiento intraurbano, falta de oportunidades laborales, Necesidades 
Básicas Insatisfechas, limitada presencia estatal en seguridad y una baja 
prestación de servicios sociales, que en la actualidad han convertido a estos 
territorios en un escenario de interés para los grupos armados ilegales o de 
delincuencia organizada, propicio para su accionar, que se valen de estas 
particularidades, para penetrar e imponer diversas formas de control sobre 
estas zonas de la ciudad de Cali (…) quienes han sido objeto de atentados, 
homicidios y amenazas. 
 
Dentro de las comunas mencionadas, los barrios citados arriba son los que presentan 
más riesgos por tener altos índices de homicidios, hurtos, extorsión, desplazamiento, 
venta y consumo de sustancias psicoactivas, riñas, la presunta presencia de grupos 
armados organizados y amenazas a sus habitantes. 
 
El escenario de riesgo se configura por la presencia de presuntos integrantes del 
Ejército de Liberación Nacional (ELN) y disidencia de las FARC-EP, quienes se 
autodenominan: Guerrillas Unidas del Pacífico (GUP), cuyo interés es el control del 



Página 5 de 18 

©2024 Legalgroup  

Especialistas en Derecho SAS 
 

 

 

territorio urbano, aprovechando las condiciones de vulnerabilidad social de los 
habitantes de los barrios referenciados en este documento. 
 
Se remite la presente Alerta Temprana de Inminencia, con el propósito de que se 
adopten medidas de prevención y protección urgentes y efectivas para salvaguardar 
la vida, la libertad, la integridad personal, los derechos civiles y políticos y el DIH de 
esta población geográficamente referenciada en este documento. 
 
I. Antecedentes 
 
Las comunas señaladas y ubicadas al oriente de la ciudad, están relacionadas por 
padecer problemáticas similares heredadas del conflicto armado y aunadas al 
desplazamiento forzado que durante años han vulnerado los derechos de sus 
habitantes provenientes de la costa pacífica nariñense y caucana, el norte del Cauca, 
Buenaventura, y de otros barrios de la ciudad. (…)  
 
Las dinámicas económicas se recargaron a las prácticas ilegales de los grupos que 
habían cooptado y que ahora dominaban, y desarrolladas con las estructuras del 
narcotráfico. Es así que para los grupos armado presentes esta zona de Cali se ofrecía 
como un espacio propicio para establecer diversas formas de su accionar delictivo, 
dadas sus características en el desarrollo económico, industrial y su importancia 
comercial, y por ser receptora del puerto más importante del pacifico, Buenaventura. 
(…) 
 
Las características socioeconómicas de la población asentada en estas comunas de 
oriente, contrastan incomprensiblemente con el desarrollo comercial y económico de 
la ciudad, como la falta de oportunidades laborales o la informalidad de sus empleos, 
han venido aumentando la vulnerabilidad de sus habitantes, sumado a ello una 
limitada presencia estatal en seguridad y una baja prestación de servicios sociales 
no reflejados en inversión social, proyectos y programas sociales que redundaran en 
favor de estas comunidades. (…) 
 
(…) la comuna 15 ha sido un territorio golpeado por la violencia en donde sus 
habitantes han visto vulnerados sus derechos constantemente, la situación de 
conflicto estuvo protagonizada por milicias populares las FARC-EP concentrados 
con mayor intensidad en la zona de Marroquín, en el distrito de Agua Blanca, 
igualmente pandillas juveniles, grupos de limpieza social, bandas de distribuidores 
de droga y de sicarios. Las anteriores características y la ausencia del dialogo y la 
conciliación, han conservado un ciclo de violencia en la comuna, en el que un 
contexto cargado de factores negativos como, la marginalidad, las condiciones 
socioeconómicas, la falta de oportunidades, la salud, la educación, la vivienda y el 
desempleo no permite la superación de vulnerabilidades, por el contrario las 
amenazas son cada vez mayores, si se tiene en cuenta que las practicas 
delincuenciales mutaron a unas más estructuradas y difíciles de rastrear, y que a su 
vez generan más daño a los habitantes. (…) 
 
II.     Escenario Actual 
 
(…) En una gran mayoría un porcentaje importante de los habitantes en las comunas 
14, 15 y 21 de Cali, se caracterizan por tener la condición de víctimas del conflicto 
armado (…) En los barrios de las comunas referenciadas las comunidades se ven 
expuestas a conductas vulneratórias de derechos humanos, desde hurtos hasta 
homicidios, en su mayoría perpetrados por bandas criminales, presuntamente 
integradas por personas que hicieron parte del proceso de dejación y reincorporación, 
pero que hoy han decidido volver a delinquir; y otros que definitivamente se 
declararon en disidencia y continuaron ejerciendo el trabajo que adelantaban con las 
milicias, y cuyo objetivo era la expansión territorial y control sobre las redes en el 
negocio ilegal del narcotráfico y de otras actividades ilegales, ahora aprovechando el 
espacio dejado por los desmovilizados. (…) 
 
La zozobra que se funda alrededor de los líderes sociales por el miedo a ejercer 
labor social y la tensión en los habitantes que tienen conocimiento de la presencia 
de estos grupos en los barrios, y la incertidumbre de saber que en cualquier 
momento pueden presentarse enfrentamientos entre estos, mantiene en vilo a la 
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comunidad. Las amenazas se reafirman en los últimos días como se dio a conocer 
con la siguiente nota: “Circulan amenazas de ‘Gaitanistas’ en Valle del Cauca. El 
documento, que es presentado como un comunicado a la opinión pública y que inicia 
con un encabezado que reza ‘Por una Colombia Madre Patria para todos’, señala 
que las llamadas ‘Autodefensas Gaitanistas de Colombia’ (AGC) ya han empezado 
el exterminio de ratas izquierdistas, activistas de derechos humanos y del proceso 
de paz, líderes indígenas, miembros del Congreso de los Pueblos, sindicalistas y 

colaboradores de la guerrilla”. (…) 

 

De acuerdo con las cifras, durante el primer semestre de 2018, se presentaron 600 
homicidios, 23 más que en el mismo periodo de 2017, en donde se registraron 577 
casos, representando un incremento de 3.99%. Lo anterior hizo que las autoridades 
se volcaran en el estudio de la problemática en el sector y posibles métodos de 
apaciguar la violencia. 
 
Ahora bien, en el periodo comprendido entre enero-junio de 2018 las comunas que 
registraron incrementos en el número de homicidios fueron las comunas 14, 8, 7, 10, 
6, 17, 18, 3, 16, 20, 5 y 12. Se destaca el caso de la comuna 14 donde, en este primer 
semestre de 2018 se han registrado 63 homicidios, es decir 18 más de los 45 
perpetrados en el mismo periodo de 2017. 
 
La comuna 15 está compuesta por nueve barrios, tres urbanizaciones y sectores, su 
población se calcula en 159.369 habitantes aproximadamente. Esta comuna posee 
948 manzanas, establecimientos educativos 53, con un total de 10.551 estudiantes 
matriculados. Estaciones de policía 1 y Centros de Atención Inmediata ninguno. 
 
Ubicada en una de las zonas más excluidas de la ciudad de Cali, en la comuna 15 se 
encuentran barrios como Llano Verde (…) 
 
Las condiciones de vulnerabilidad social se relacionan con fenómenos similares a los 
ya expuestos para las comunas 14 y 15 como:  la inseguridad, el tráfico de 
estupefacientes, comercio ilegal de armas y explosivos, presencia de pandillas, los 
hurtos y los atracos. Los menores de edad son utilizados en las redes asociadas con 
el negocio ilícito de narcotráfico al menudeo, la prostitución y el sicariato, cuyos 
integrantes hacen parte de grupos delincuenciales dedicados a la extorsión a 
comerciantes, al cobro de exacciones a cambio de “protección” y al cobro excesivo 
de intereses por los préstamos del sistema llamado “gota a gota”. 
 
Ante todos estos actos que atentan contra los derechos humanos, los habitantes 
piden presencia constante de la autoridad con el fin de que les brinden seguridad, o 
reclaman la reubicación de sus viviendas como una salida a sus precarias 
condiciones. (…) 
 
Para la comuna 15 la estadística nos dice que; para el año 2017 se registraron un 
total de 154 homicidios, y para el año 2018 aparecen 61 casos registrados. La suma 
arrojó un total de 215 casos, en donde 197 se perpetraron en contra de hombres y 
18 en contra del género femenino. 
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Las comunas descritas han venido durante largo tiempo concentrando el mayor 

número de homicidios y aunque a la fecha se registran menos casos en relación al 

año inmediatamente anterior, la zozobra se cierne sobre sus habitantes. 

 

Así, a partir de las descripciones anotadas es posible prever que existe un inminente 

escenario de riesgo para la población civil que habita los barrios (…) Llano Verde, 

Los Comuneros, Mojica y El Retiro de la comuna 15 (…) que dicha población pueda 

ser objeto de múltiples violaciones de derechos fundamentales e infracciones al 

Derecho Internacional Humanitario- DIH, por medio de amenazas, métodos para  

generar  terror  en  la  población civil  como  panfletos, llamadas, mensajes en redes 

sociales, correos electrónicos, etc.; asesinatos selectivos, desplazamientos 

individuales y  masivos, y  utilización ilícita de  niños, niñas y adolescentes, 

restricciones a  la  movilidad, confinamientos, violencia sexual  y afectaciones de 

la población civil como efecto indiscriminado de las acciones bélicas, entre otras. Tal 

escenario se confirma por la presencia de presuntos integrantes de grupos armados 

ilegales como son; el ejército de liberación nacional (ELN), el grupo declarado en 

disidencia de las FARC, Guerrillas Unidas del Pacifico, y las denominadas 

Autodefensas Gaitanistas de Colombia (AGC), que igualmente bajo la práctica de 

instrumentalización, estarían violando los derechos a esta población.  (…)  

 

Los habitantes de las tres comunas monitoreadas, exigen la implementación de 

programas sociales y la presencia de instituciones que enriquezcan el panorama 

social  de  las  comunas, pues  el  fenómeno delincuencial y  de  violencia  crece 

ostensiblemente, por lo tanto se requiere de un especial acompañamiento 

psicosocial y comunitario, de acciones localizadas que permitan prestar los 

elementos educativos correctos, que se facilite la integración vecinal y la 

construcción de bases de convivencia contra la imposición de fronteras imaginarias 

y la ilegalidad, y que las necesidades básicas sean verdaderamente intervenidas a 

fin de desplazar las afectaciones que han conducido a esta población al desastre. 

Así entonces, mientras la ciudad de Santiago de Cali continúe siendo el eje 

geopolítico del narcotráfico del sur occidente colombiano y las prácticas 

delincuenciales no encuentren freno en las autoridades; y las dinámicas de una 

población desplazada se encuentren rodeadas de vulnerabilidad, no se apreciarán 

cambios sustanciales en la superación de sus afectaciones. 
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Por todo lo anterior, de no tomarse las medidas de respuesta rápida podrían 

materializarse los escenarios de riesgos anteriormente descritos, por lo tanto, se 

hacen las siguientes recomendaciones. 

 

III. Recomendaciones 

 

De acuerdo a la situación de riesgo indicada, se solicita a la Secretaria Técnica de 

la Comisión Intersectorial para la Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas 

(CIPRAT), coordinar e impulsar las medidas preventivas y de reacción rápida ante 

los factores de riesgo advertidos por la Defensoría del Pueblo, de modo que las 

autoridades competentes adopten de manera urgente las medidas necesarias y 

pertinentes para prevenir los riesgos y amenazas. 

 

1.  A la alcaldía de Santiago de Cali y a la Gobernación del Valle, en coordinación con 

la Fuerza Pública, implementar medidas de protección para garantizar la vida, 

libertad e integridad de la población civil que se ubica en los barrios 

pertenecientes a las comunas 14, 15 y 21, con el fin de evitar las acciones 

sicariales, extorsiones, amenazas de muerte, afectaciones a la población civil 

como consecuencia de acciones bélicas y las demás acciones violentas de los 

grupos armados ilegales, y garantizar la seguridad, libre movilidad e integridad a la 

población civil. 

 

3.  A la alcaldía de Santiago de Cali y la Gobernación del Valle en coordinación 

con la policía metropolitana de Cali, la implementación de cámaras de 

seguridad en los barrios y zonas registradas en este documento. 

 

4.  A la Alcaldía de Santiago de Cali en coordinación con la Policía Nacional y el 

Ejército Nacional, implementar medidas que restrinjan el porte de armas de fuego en 

los barrios geográficamente descritos en este documento, fortalecer los recursos 

logísticos de las unidades de Policía ubicadas en esas zonas y reforzar los patrullajes 

en horas nocturnas, con el objetivo de hacer efectivas las restricciones al porte de 

armas de fuego. 

 

5.  A la alcaldía Municipal de Cali en coordinación con la Personería Municipal y la 

UNP, para que se evalúe de manera urgente la situación de los líderes comunitarios, 

así mismo implementar medidas efectivas para proteger la vida y la integridad física 

de la población señalada en riesgo y que estas medidas sean establecidas en 

consulta con las víctimas de manera individual y colectiva. Se sugiere la activación 

de espacios de coordinación institucional, encabezados por la alcaldía municipal en 

cada comuna para que se promueva de manera articulada y eficaz las medidas 

individuales y colectivas de protección. Se solicita, además, diseñar y aplicar 

medidas de protección individual y colectiva, especialmente orientadas a personas 

de especial protección constitucional en situación de vulnerabilidad, como las 

comunidades afrocolombianas y desplazadas. 

 

6.  A la Comisión Intersectorial para la Respuesta Rápida a las Alertas   Tempranas -

CIPRAT del Ministerio del Interior, apoyar la coordinación de la respuesta estatal en 

materia de prevención y protección por parte de las autoridades concernidas en el 

presente documento. 

 

7. A la alcaldía Municipal de Cali y la personería municipal, implementar espacios 

de dialogo con las organizaciones de derechos humanos en las comunas descritas 

para identificar problemas potencialmente generadores de violación a los derechos 

humanos, así como requerir a las autoridades competentes la activación y 
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concertación de medidas de protección de carácter colectivo, tendientes a neutralizar 

o mitigar el riesgo. (…) 

 

10. A las Fuerzas Militares y a la Policía Nacional, se recomienda diseñar 

y ejecutar operaciones de registro y control permanente, para contrarrestar la 

acción violenta de los grupos armados al margen de la ley que afectan a los 

pobladores de las zonas descritas en amenaza en el municipio de Santiago de 

Cali, tendientes a garantizar los derechos a la vida, la integridad, libertad 

personal y la libre movilidad de la población civil entre otros. Procurar en 

conjunto con la administración municipal, un plan desarme en las comunas 

afectadas. 

 

11. A las autoridades civiles y a la Fuerza Pública, informar de manera periódica a la 

Dirección del Sistema de Alertas Tempranas (SAT) de la Defensoría del Pueblo, las   

actuaciones y    medidas a d o p t a d a s  c o n    respecto a    las recomendaciones 

formuladas en la presente advertencia conforme a lo previsto en la Corte 

Constitucional y la Ley 24 de 1992. Dicha información deberá ser allegada según lo 

estipulado en el artículo 15 y subsiguientes de la Ley 24 del 15 de diciembre de 1992, 

en concordancia con el Decreto 2124 (…)”. Subrayado y negrilla propio. 

 

En el acta de reunión No. 4161.010.3.2. de cuatro (04) de agosto de dos mil veinte 

(2020) de la Secretaría de Seguridad y Justicia de la Alcaldía de Santiago de Cali / 

Valle del Cauca cuyo objetivo era: “Realizar Jornada de trabajo con la Mesa Distrital de 

Participación Efectiva de Víctimas” (Virtual), se consignó lo siguiente: “(…) 

 

 
 

 La lideresa Norma García solicita la palabra y comentó que terminando el 
año 2017 e iniciando el 2018 surgen una serie de amenazas que fueron 
reportadas de manera oportuna pero que, a pesar de esto, no han 
recibido, hasta la fecha, una respuesta oficial. Manifestó que es importante 
resaltar que muchos de los casos que se han presentado a lo largo de los 
años tuvieron la oportunidad de haberse prevenido de manera oportuna 
pero que, debido a la falta de acompañamiento que suele evidenciarse 
por parte de las entidades competentes hacia los líderes y lideresas de 
la comunidad, no se manejan de manera eficiente para lograr su control. 
Por todo lo anterior, junto con la participación de otros líderes sociales, se 
comentó la importancia de los procesos de prevención en el manejo y 
acompañamiento de las víctimas de la violencia.  
 

 Se otorgó la palabra a la lideresa María Eugenia González quien manifestó 
que desde hace varios años es evidente la presencia de una barrera entre 
los líderes y lideresas de la comunidad y las entidades garantes de sus 
derechos de seguridad haciendo principal énfasis, en la policía y el 
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ejército. Manifestó que dicha barrera es la que ha dificultado en gran medida 
el avance efectivo de los planes generados para la comunidad por lo que hace 
énfasis en la importancia del trabajo coordinado de las partes. 
 
Asimismo, la señora María Eugenia dijo que, la responsabilidad de 
garantizar la seguridad de las personas vulnerables no se encuentra 
únicamente a cargo de la Unidad Nacional de Protección (UNP) sino que 
es el territorio el que debe intervenir en muchos de los casos. Hace referencia 
a la situación actual, el liderazgo que muchos de ellos suelen desarrollar en 
las comunidades, tiende a afectar de manera directa a las pandillas o a los 
diferentes grupos que quieren desencadenar, de una forma u otra, un proceso 
de poder en los territorios. Es por esto que, manifestó lo importante que es 
conocer de manera verídica y eficaz las competencias de cada una de las 
entidades responsables con el fin de lograr un adecuado manejo de 
dichas situaciones. 
 
En respuesta a esta intervención, el secretario Carlos Alberto Rojas Cruz 
expuso que se tendrá en cuenta lo manifestado por la lideresa por lo que es 
de vital importancia la formación de una mesa interna que permita tener 
máxima claridad sobre rutas, procesos, protocolos y procedimientos que serán 
manejados de manera eficaz en una próxima reunión.  
 
(…) 
 
La Personera  Esther Inés Romero, continua diciendo, “que llama la atención 
y como lo manifestaron los lideres, que debido a la pandemia se han quedado 
sin recursos porque la Política Publica en el tema de empleabilidad no es 
efectiva, no genera un impacto en las victimas de Santiago de Cali y es aquí 
donde el Ministerio Publico hace un llamado, se sabe que se pasa por 
momentos difíciles y que esto nadie lo esperaba, es un ejercicio del cual se 
está aprendiendo a vivir con el virus pero no por esto se debe dejar descuidada 
esta población tan vulnerable. Se sabe que algunos de ellos han logrado 
alguna estabilidad, pero otros están sumidos en la pobreza.”  
 
(…) 
 
Con referencia al concepto de seguridad, se llevan dos años en la comisión, 
en el Subcomité y cuatro años con la administradora pasada tratando de 
obtener el concepto de seguridad por parte de la fuerza pública y se ha 
logrado. Como representante del Ministerio Publico se solicita que realicen los 
procedimientos que sean necesarios para lograr obtener ese concepto de 
seguridad para la ciudad de Cali. 
 
En referencia con las alertas tempranas revisadas de la Defensoría se 
encuentran las comunas 14 y 15 pero no se ha visto una revisión de esas 
alertas desde el 2018, la última revisión de la administración distrital fue 
en el año 2018. En este aspecto se solicita por parte de la administración 
se realice una revisión y unos avances en referencia a estas aletas 
tempranas para evitar tantas muertes de niñas, niños y jóvenes en estas 
comunas (Subrayado y resaltado propio.) 
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En la dirección electrónica institucional del Consejo Municipal de Santiago de Cali reposa 

la publicación electrónica efectuada el día 7 de octubre de 2020 denominada: “Cali debe 

pasar de la excusa de falta de pie de fuerza a una política contundente contra las 

estructuras criminales”10 en la cual se consignó lo siguiente:  

                                                           
10 Consejo Municipal de Santiago de Cali. 07 de octubre 2020. Comunicaciones y Relaciones Corporativas. Comunicado Informativo: 
21.2.3.680/2020. Publicación tomada el día 17 de febrero de 2022 de la página electrónica: 
http://www.concejodecali.gov.co/Publicaciones/cali_debe_pasar_de_la_excusa_de_falta_de_pie_de_fuerza_a_una_politica
_contundente_contra_las_estructuras_criminales 
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“(…) A raíz de los informes presentados por el gobierno distrital en materia de 
seguridad, el Concejal Roberto Rodríguez Zamudio, volvió a insistir en la 
necesidad de conocer los avances del proyecto de acuerdo que contiene la 
política pública que en esa materia reorientará toda la estrategia de inversión 
para contrarrestar el delito en el Distrito Especial. 

 
“Debemos pasar de la excusa de no tener pie de fuerza, a buscar alternativas 
de inversión en tecnología, integrar a la institucionalidad alrededor de la 
política de seguridad ciudadana y enfocar con inteligencia el desmonte de las 
estructuras criminales que operan en la zona metropolitana y la región, pero 
que ven a Cali como centro de negocios”, sostiene Roberto Rodríguez 
Zamudio. 
 
Para Rodríguez Zamudio, la Policía Nacional ha realizado grandes 
esfuerzos dando captura a criminales reconocidos, pero no es 
suficiente, por lo que exigió que la Alcaldía de Cali formule la Política 
Publica de Seguridad y Convivencia con estrategias contundentes y un 
presupuesto acorde, que permitan que tanto Gobierno de Cali y la sociedad 
civil, coincidan en la resolución del problema que ya ampliamente está 
identificado. 
 
“De no hacerlo continuaremos dando tumbos como ha venido ocurriendo, no 
podemos olvidar que la pasada administración nos dejó grandes problemas 
en materia de seguridad; cuatro años con la promesa de constituir la política 
pública, un presupuesto dilapidado, una sanción en FONSECOM por 
$1.260.000 que imposibilitaron acceder a los recursos de tecnología y un 
salvo conducto para la invasión del espacio público y la propiedad”, advierte 
el Concejal. 
 
Rodríguez Zamudio recordó “que a 10 meses de esta Administración 
deberíamos conocer los avances de esa política de seguridad, pero llama la 
atención que estemos cayendo en la misma conducta del Alcalde Armitage, 
de festejar por la disminución de unos homicidios con campañas de medios a 
una ciudad que se encuentra secuestrada por el miedo”. 
 
El Concejal Roberto Rodríguez Zamudio, insto al equipo encargado de 
elaborar la política de seguridad, para que no se queden en el escritorio 
y vayan a la fuente “para entender lo que está ocurriendo en diferentes 
sectores como en el asentamiento (…)  llano verde, con presencia de 
delincuentes y milicias con armas largas que deambulan en las noches 
generando pánico (…)”, lo cual constituye un hecho de notorio y de público 
conocimiento. 

 

Por su parte, el diario digital denominado: “infobae.com” publicó11 el día catorce (14) de 

agosto de dos mil veinte (2020) lo siguiente:  

 

“(…) De acuerdo con el comandante de la Policía Metropolitana de Cali, general 
Manuel Antonio Vásquez, alrededor de las 6:30 de la tarde. “un delincuente 
lanzó una granada de fragmentación contra un CAI, lo que ocasionó 
lesiones a 15 personas, entre estos una niña de un año y dos policías” 
 

                                                           
11 COLOMBIA Horror en Cali: lanzaron una granada en el velorio de 5 niños que habían sido torturados y masacrados La explosión 

dejó 13 personas heridas entre policías, civiles y menores. Por Jorge Cantillo 14 de Agosto de 2020. Publicación tomada el día 17 

de febrero de 2022 de la página electrónica: https://www.infobae.com/america/colombia/2020/08/14/horror-en-cali-lanzaron-una-
granada-en-el-velorio-de-5-menores-que-habian-sido-torturados-y-masacrados/ 

 

https://www.infobae.com/america/colombia
https://www.infobae.com/autor/jorge-cantillo
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El artefacto, que tenía como objetivo el CAI de la policía, golpeó con la 
rama de un árbol y se desvió hacia una vivienda del sector donde 
finalmente explotó. 
 
“El arma utilizada es un artefacto de fabricación industrial que podría 
haber hecho mucho más daño”, dijo el alcalde de Cali, Jorge Iván Ospina 
(…). 
 
La explosión dejó una víctima mortal, Hamer Díaz Hernandéz, un hombre 
de 36 años que resultó gravemente herido en los hechos y que tras ser 
trasladado de urgencias primero al hospital Carlos Holmes Trujillo y luego a la 
Clínica Valle de Lili, finalmente falleció (…) 
 
“Yo quisiera decirle a esos asesinos que se deberían estar entregando, 
que ya tenemos mucha información”, dijo al respecto el alcalde Ospina. 
 
El mandatario destacó que las investigaciones van por buen camino y que 
las autoridades están cerca de dar con la captura de los perpetradores 
de la masacre, quienes podrían ser los mismos que lanzaron la granada en el 
barrio de los jóvenes muertos. 
 
Sin embargo, manifestó que dichos avances tienen reserva y se abstuvo 
de entregar hipótesis sobre la causa de estas muertes. 
 
En el sector donde ocurrieron los hechos fuentes en terreno reportan 
denuncias por reclutamiento de menores por parte de bandas criminales 
dedicadas al microtráfico y otras actividades delictivas. (…)”. 

 

De lo ampliamente expuesto se tiene entonces que las entidades demandadas pese a 

tener conocimiento de su obligación de proteger a las personas del Barrio Llano Verde, 

de conformidad con los principios de razonabilidad y proporcionalidad, no lo hicieron, y 

por su reiterativa omisión fue asesinado el señor Haimer Díaz Hernández (Q.E.P.D.) y, 

además, varias personas que se encontraban cerca al Comando de Atención Inmediata 
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(CAI) de Policía sufrieron lesiones personales, incluyendo algunos uniformados de dicha 

institución.  

 

Al respecto, el Consejo de Estado en sentencia del 13 de julio de 2022, radicación 68001-

23-31-000-2003-01081-01 (49249), M.P. Martín Bermúdez Muñoz, indicó: 

“La Sala revocará la sentencia de primera instancia que negó las pretensiones de 
la demanda y condenará al Ejército Nacional, porque está probado que agentes 
de esta entidad omitieron proteger y brindar seguridad a los bienes de los 
demandantes, lo cual fue determinante en la causación del daño. 
 
(…) El daño derivado de un acto terrorista es causado por el hecho de un tercero, 
por lo que en principio no es imputable al Estado. Sin embargo, el Estado debe 
responder si se demuestra que el hecho no resultaba imprevisible ni irresistible y 
que las autoridades públicas, ejerciendo sus potestades constitucionales y legales, 
o adoptando las medidas a su alcance, podían evitarlo. 
 
Las pruebas aportadas al expediente demuestran que el daño reclamado por los 
accionantes se debió a la omisión en el deber de protección de las autoridades 
frente a los bienes de los accionantes. 
 
(…) Está acreditado igualmente que miembros del Ejército conocían que grupos al 
margen de la ley operaban en la región del Magdalena Medio, específicamente en 
el río Magdalena y que los demandantes ya habían sido objeto de un atentado en 
enero de 1999. Pese a ello, el Ejército no adoptó ninguna medida dirigida a 
proteger y brindar seguridad a las embarcaciones.  
 
(…) A partir de la valoración conjunta del material probatorio, la Sala encuentra 
demostrado que el Ejército Nacional tenía conocimiento: (i) de que el ELN hacía 
presencia en la región, (ii) que este grupo ilegal estaba contratando chalupas, que 
tenían <> y se contactaron con habitantes de la localidad por combustible, lo cual 
constituye un indicio de las actividades delictivas que podrían adelantar en la zona, 
(iii) que en enero de 1999 uno de los demandantes había sido objeto de un 
atentado terrorista perpetrado por este grupo ilegal, lo cual demostraba el nivel de 
riesgo en el que se encontraban y, (iv) que estaba anunciado un <> en la región.  
 
Pese al conocimiento directo que el Ejército tenía de las amenazas que recaían 
sobre los bienes y de la mercancía de los demandantes, omitió realizar operativos 
o adoptar medidas de seguridad y protección que hubieran podido evitar lo 
ocurrido y no les brindó apoyo alguno para la búsqueda de sus bienes y el rescate 
de la tripulación”. 

 

De la imputación objetiva de responsabilidad del Estado 

 

La razón de atribución para imputarle responsabilidad objetiva al Estado por los daños 

padecidos por la víctima principal y su grupo familiar, es que si bien se encuentra 

demostrada la falla en el servicio, ya que era conocedor de la cruenta violencia 

desatada en el Barrio Llano verde y no tomó las medidas proporcionales, ni 

razonadas que hubiesen podido evitar que la víctima directa falleciera, lo cierto es 

que también al establecer un CAI en la Calle 56G con Kr 47D de la Ciudad de Cali / Valle 

del Cauca, siendo esta zona tan peligrosa, se puso en riesgo a la comunidad y a los 

transeúntes que circularan por allí, pues tal y como se documentó en la Alerta Temprana 

de Inminencia N° 085-18, en dicho barrio se tenía una limitada presencia estatal en 

seguridad y una baja prestación de servicios sociales, que había convertido a dicho 

territorio en un escenario de interés para los grupos armados ilegales o de delincuencia 

organizada. 
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Adicionalmente se tiene que el atentado terrorista iba dirigido en contra de dicho CAI, tal 

y como se documentó en el diario digital denominado: “infobae.com”, así:  

 

“(…) De acuerdo con el comandante de la Policía Metropolitana de Cali, general 
Manuel Antonio Vásquez, alrededor de las 6:30 de la tarde. “un delincuente lanzó 
una granada de fragmentación contra un CAI, lo que ocasionó lesiones a 15 
personas, entre estos una niña de un año y dos policías” 
 

 
 
El artefacto, que tenía como objetivo el CAI de la policía, golpeó con la rama de 
un árbol y se desvió hacia una vivienda del sector donde finalmente explotó. 

 

Lo anterior, inclusive se constata, al verificar el informe ejecutivo – FPJ -3 en donde se 

indicó que producto del atentado terrorista se vio afectado un uniformado de la Policía 

Nacional, así: 

 

 
Finalmente se destaca que en el oficio S-2020-122351/COMAN-ASJUR-1.10 también se 

documentó que fruto del atentado terrorista, dos uniformados se vieron afectados, así: 
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Así entonces, se tiene como probado que el atentado terrorista iba dirigido en contra del 

CAI ubicado en el Barrio Llano Verde de la Ciudad de Cali / Valle del Cauca, tal y como 

lo refirió el comandante de la Policía Metropolitana de Cali, general Manuel Antonio 

Vásquez y, además, se tiene que la instalación y permanencia del mismo constituyó un 

riesgo para los habitantes y transeúntes de dicho sector, pues allí se encontraban 

múltiples actores armados ilegales, que hacían completamente previsible el hecho de que 

se generara un atentado en contra de las fuerzas del orden.   

 

Al respecto, se tiene que el Consejo de Estado, en reciente sentencia del 01 de marzo 

de 2023, radicado 18001-23-31-000-2002-00369-01 (48.624), M.P. Fredy Ibarra Martínez 

indicó: 

 

“La Sala confirmará la sentencia de primera instancia que declaró la 

responsabilidad patrimonial extracontractual de la Nación – Ministerio de Defensa 

– Policía Nacional, por considerar que el daño reclamado es imputable a la entidad 

demandada a título de riesgo excepcional y no de daño especial, toda vez que se 

demostró en el proceso que el atentado estuvo dirigido contra la Estación de 

Policía de San Vicente del Caguán (Caquetá) que lindaba con el parqueadero 

“Las 24 Horas” donde ocurrió la explosión del carro bomba detonado por 

miembros de las FARC, con lo cual la administración creó un riesgo superior 

al que razonablemente deben soportar los administrados 

 

(…) 

 

En ese orden, la valoración del material probatorio le permite a la Sala tener por 

demostrados los siguientes hechos relevantes para la adopción de la decisión que 

resuelve la controversia: 

 

1) El señor José Olmedo Fernández Torres era propietario del vehículo 

automotor, marca UAZ, modelo, 1981, clase campero, placa URC – 908, color 

crema, destinado al servicio público y afiliado a la empresa de transportes 

Cootranscaguán. 

2) Dicho vehículo fue destruido totalmente el 28 de julio de 2002 cuando se 

encontraba estacionado en el parqueadero “Las 24 Horas” en el municipio de 

San Vicente del Caguán, debido a que subversivos de las FARC detonaron un 

carro bomba en ese parqueadero, el cual colindaba con la Estación de Policía 

de dicha localidad 

3) Aunque la detonación del carro bomba por parte de insurrectos de las FARC 

se realizó en el denominado parqueadero “Las 24 Horas”, el atentado estuvo 

dirigido contra la Estación de Policía Nacional del mencionado municipio ya que 

dicho parqueadero era adyacente a dicha estación. (…) 

 

(…) La Sala Plena de esta Sección en sentencia de 20 de junio de 2017 estableció 

que es posible predicar la responsabilidad patrimonial extracontractual por actos 

terroristas provenientes de terceros con fundamento en los regímenes de 

responsabilidad subjetivo y objetivo, lo anterior sin perjuicio de que el constituyente 

de 1991 no privilegio ningún título de imputación para efectos de atribuirle esa 

responsabilidad, pues, corresponde al juzgador definir en función de los 

presupuestos fácticos, jurídicos y probatorios del caso en cuestión cuál es el 

criterio de adjudicación que se adecúa a la controversia que pretende la reparación 

de los daños antijurídicos. 
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En ese sentido, dicha jurisprudencia precisó que para declarar la 

responsabilidad estatal por daños causados por actos terroristas 

perpetrados por terceros a título de riesgo excepcional se requiere que la 

administración, en ejercicio de una actividad lícita de carácter peligroso, 

exponga a las personas a una alta probabilidad de sufrir un daño antijuridico 

proveniente de la concreción de un riesgo extremadamente superior al que 

razonablemente deben asumir, lo cual ocurre cuando agentes no estatales 

ejecutan actos violentos dirigidos contra objetivos oficiales, tales como 

oficinas estatales, cuarteles militares, estaciones de policía, redes de 

combustible o personajes representativos del Estado; circunstancia esta que 

en los contextos de violencia generada por grupos al margen de la ley pone 

a los administrados que se encuentran en medio de esos blancos en una 

situación de riesgo mayor o excepcional de sufrir potencialmente daños 

antijurídicos, de ahí que en estos eventos el Estado crea un riesgo que excede 

al permitido y genera un desequilibrio frente a las cargas públicas, el cual debe 

reparar a menos que concurra una causa extraña imprevisible e irresistible como 

lo es la fuerza mayor, el hecho víctima o de un tercero. 

 

(…) 

 

Frente a la imputación de ese daño a la administración, la Sala encuentra que las 

conclusiones probatorias descritas en el acápite precedente permiten inferir 

razonablemente lo siguiente, en primer lugar que, pese a que no se estableció 

judicialmente la identidad personal de quienes fueron los autores del referido 

atentado, sé tiene que fue perpetrado por subversivos de las Farc, lo cual, además, 

en ningún momento fue puesto en cuestión por la entidad demandada; segundo, 

que el atentado si estuvo dirigido contra la estación de policía de ese 

municipio por cuanto la prueba directa e indirecta recabada demuestra, por 

un lado, que el parqueadero desde donde se detonó el carro bomba el día de 

los hechos lindaba con esa instalación policial, lo cual, sin duda, constituía 

para los insurrectos un lugar propicio para acometer dicha acción criminal 

sin levantar ningún tipo de sospecha; de otro, la parte interesada no 

desvirtuó que ella no era el objetivo del ataque ni probó que este tenía como 

destino al propietario del parqueadero o a la población civil, por el contrario, 

la prueba documental y testimonial practicada no dejan el menor asomo de 

duda de que el blanco del reprochable atentado era la entidad demandada, 

sumado al notorio contexto sobre las condiciones de violencia que sufría el 

municipio de San Vicente del Caguán (Caquetá) durante esa época por el accionar 

de grupos al margen de la ley. 

 

Definidos esos presupuestos, esto es, que el acto violento fue cometido por 

agentes no estatales y direccionado contra una instalación oficial como lo es la 

Estación de Policía del municipio de San Vicente del Caguán (Caquetá), se 

advierte que la entidad demandada creó un riesgo superior para el actor al que 

razonablemente debía soportar, el cual se concretó a raíz de la explosión de un 

carro bomba que destruyó el vehículo del actor por el hecho de estar estacionado 

en el parqueadero “Las 24 Horas” contiguo al referido inmueble donde operaba la 

referida estación policial.  
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En consecuencia, el daño causado al demandante es imputable a la entidad 

demandada a título de riesgo excepcional, toda vez que el atentado terrorista fue 

dirigido contra la Fuerza Pública del citado municipio, hecho que no fue 

desvirtuado probatoriamente dentro del proceso”. 

 

Solicitud 

 

A partir de los argumentos esgrimidos y los pronunciamientos jurisprudenciales aplicables 

al caso de marras, solicito muy respetuosamente al honorable despacho que falle de 

manera favorable a las pretensiones de la demanda, declarando administrativa y 

patrimonialmente responsable a las demandadas y consecuencialmente solicito que se 

les ordene el reconocimiento y pago de las indemnizaciones solicitadas en el libelo genitor 

del presente proceso.  

 

 

Atentamente, 
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